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Resumen: La Carta Magna ha sido objeto 
de una interpretación continuista que la 
Abstract: From the historical continui-
ty perspective, Magna Carta's has been 
1. El texto que sigue trae causa de una serie de ocasiones de discusión suscitadas por el octavo centenario de 
la Carta Magna. La primera de ellas en Roma, en el Departamento (antigua Facultad) de Derecho de la Univer-
sidad Roma Tre, con una mesa redonda sobre el tema Una cultura de las libertades: Magna Carta Liobertatum, 
1215-2015 (Roma, 21 mayo 2015). La segunda, con ocasión del décimo coloquio constitucional italo-inglés en 
el Instituto Italiano de Cultura de Londres sobre el tema The constitucional heritage of Magna Carta (Londres, 
8 junio 2015). La tercera, como ponencia en el Congreso sobre la Carta Magna celebrado en la Universidad de 
Brescia (Brescia, 2 octubre 2015). La cuarta introduciendo las Jornadas en conmemoración del octavo centenario 
de la Carta Magna de la Facultad de Derecho de la Universidad de Sevilla (Sevilla, 12 noviembre 2015). La base 
del texto ha sido pensada y realizada para la ocasión londinense, pero cada una de las ocasiones mencionadas 
ha enriquecido esta base con la discusión y el encuentro con estudiosos de diversos países y de diferentes 
tradiciones disciplinares. Entre otras, una de las propuestas que brotan del texto —quizá la que más ha hecho 
discutir— es la que se refiere a la posibilidad de reconducir la Carta Magna a la categoría general de los «contratos 
de dominación» o de «señorío», que se verificaron en diversos territorios de Europa a partir del siglo XIII, en 
el tiempo a caballo entre la Edad Media tardía y la primera Edad Moderna. La referencia se centra sobre todo 
en el Privilegio General de Aragón de 1283 (Estudio y edición de Esteban Sarasa Sánchez, Cortes de Aragón, 
1984) y en la Bula de Oro húngara de 1222 (disponible también en italiano en las ediciones Valdonega, Verona, 
1999). En este cuadro general no se debe tampoco descuidar la Joyeuse Entrée de Brabante (1356), cuyo texto 
se encuentra en apéndice a A. Clerici, Costituzionalismo, contrattualismo e diritto di resistenza nella rivolta dei 
Paesi Bassi (1559-1581), Milano, Franco Angeli, 2004. (Traducción de Sebastián Martín). 
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ha concebido como enunciación originaria 
de los derechos fundamentales. La lectura 
propuesta en este ensayo la entiende como 
contrato de dominación para el gobierno 
de un territorio, en sintonía con otros do-
cumentos análogos coetáneos. La Carta 
Magna constituiría así un tipo de goberna-
ción basado en el acuerdo entre el señor y 
las fuerzas activas del territorio, fundado en 
unos principios fundamentales definidores 
de la comunidad política y dotada de ins-
trumentos para garantizar su inviolabilidad. 
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de dominación, derechos, gobierno pacta-
do, constitución británica. 
interpreted as Englishmen original decla-
ration of fundamental rights. This essay 
understands it in the light of analogous 
contemporary documents as a contract 
of domination in order to rule a territory. 
Thus, Magna Carta would be a type of 
governance based on the agreement be-
tween Lord and Barons, founded on the 
fundamental principies defining the politi-
cal community, provided with instruments 
to guarantee its inviolability. 
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1. El primer problema que tiene que afrontar el historiador que se pone como 
objeto de estudio la Carta Magna es el de realizar una distinción: entre el texto del 
1215, con el significado que al mismo puede y debe atribuirse en el contexto de una 
sociedad todavía en larga medida medieval y feudal, y, de otra parte, el gran mito que, 
a lo largo del tiempo, se ha construido en torno a ese texto. El mito ha sido construido 
colocando la Carta Magna en el punto de inicio de un cierto acontecimiento destinado 
a desarrollarse hasta el corazón de la edad moderna y contemporánea, acontecimiento 
caracterizado, en lo que respecta al constitucionalismo, por principios, reglas y proce-
dimientos bien conocidos, a lo menos, en el ámbito angloamericano: rule of law, due 
process of law, habeas corpus, trial by jury; principios y procedimientos pensados para 
una sociedad integralmente moderna, construida sobre el presupuesto de la igualdad 
entre los sujetos individuales y sobre la base de una superación, ya definitiva, de la 
antigua sociedad de estamentos y corporaciones. Y, a pesar de todo ello, precisamente 
esta sociedad, aun cuando pensada en términos nuevos, y sobre postulados riguro-
samente individuales, no deja, con frecuencia, de buscar en la sociedad de impronta 
medieval, con su tupida red de privilegios y de particularidades, un fundamento de 
largo aliento, que se remonta, justamente, hasta el tiempo de la Carta Magna. 
La Carta, por tanto, suele representarse como un primer eslabón de una larga 
cadena que se devana en los siglos siguientes, en particular, en el XVII. Con la crisis 
constitucional de mitad de siglo, y la recuperación del equilibrio reformulada en el 
Bill of Rights de 1689, se asiste, más que nunca, al papel estratégico jugado por los 
ancient rights and liberties. Así, son estas antiguas libertades, germinadas precisamen-
te a partir de la Carta Magna, las que toman todo el protagonismo, en el sentido de 
que la consistencia de la libertad civil de los individuos pertenecientes a la sociedad 
burguesa, y, en particular, su reivindicación de autonomía protegida legalmente, se 
fundan sobre una base histórica, con referencia a la fuerza permanente de la tradición 
inaugurada precisamente con la Carta Magna, en nombre de «libertades» que, en 
origen, no eran otra cosa que esferas protegidas frente a la creciente fuerza normativa 
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del soberano, con su dimensión de privilegio concedido a ciertos barones, a cierta 
iglesia y a ciertas ciudades. 
En esta reconstrucción existe, por tanto, un nexo de continuidad entre la afir-
mación y la defensa del privilegio en la antigua sociedad feudal y la afirmación y la 
garantía de la moderna libertad civil, entendida como esfera reservada al individuo, 
protegida frente a cualquier violación arbitraria. La Carta Magna, precisamente a 
través de la defensa de los privilegios, de las ciudades, de las corporaciones, de los ba-
rones, habría puesto entonces las condiciones para que se difundiese una cultura del 
límite, del primado de las reglas de garantía, más tarde llamadas a proteger los bienes 
esenciales del individuo, la liberty and property. Por tanto, los principios, las reglas y 
las garantías afirmados en la Carta Magna habrían tenido ciertamente una naturaleza 
originaria inmediatamente conectada con la dimensión del privilegio, pero, al mismo 
tiempo, habrían sido útiles para inaugurar la cadena que, con el paso del tiempo, 
conduciría, a través de pasajes sucesivos, a las modernas garantías de los derechos 
individuales. En esta reconstrucción, pues, el mito de la Carta Magna se forma no 
por casualidad, sino porque el texto de 1215 representa efectivamente, en un plano 
objetivo, el principio de un discurso sobre los derechos y su respectiva garantía, que 
ya en sus orígenes ligados al mundo medieval de los privilegios pretendería contener 
en sí el desarrollo sucesivo, la afirmación del moderno derecho del individuo. 
En otras palabras, aquello que se dice en la Carta, por ejemplo, en su célebre cláu-
sula XXXIX, es sanción inmediata de un privilegio de factura medieval, pero también, 
inseparablemente y al mismo tiempo, la primera afirmación de aquellos principios de 
legalidad y de autonomía frente al poder público que estarán en la base de los Bill of 
Rights de época moderna y contemporánea. Aquí, la referencia es, en primer lugar, a 
la versión angloamericana del constitucionalismo moderno, desde el Bill de la Glorious 
Revolution de 1689 hasta los textos constitucionales de la revolución norteamericana, 
incluida la propia Declaración de Independencia, para llegar después, a través de las 
constituciones de los Estados particulares, a la Constitución federal de los Estados 
Unidos y el Bill de derechos de 1791. En resumen, si se puede y se debe hablar de 
«mito» con referencia a la Carta de 1215, se requiere precisar de inmediato que no 
se trata, en absoluto, de un mito que viva del aire. En la línea interpretativa que esta-
mos exponiendo, fuertemente orientada en sentido continuista, el mito, si es que de 
«mito» se ha de hablar, se ha forjado no por casualidad, no artificialmente, sino por 
la necesidad de expresar una realidad subyacente, efectiva y objetiva, estructurada 
en términos de continuidad entre los antiguos privilegios medievales y los modernos 
derechos individuales. 
Como es sabido, de una aproximación similar a la historia del constitucionalismo se 
ha derivado también la bien conocida interpretación de la revolución americana como 
«revolución constitucional», sostenida, en particular, por Charles Howard Macllwain2 . 
No repetiremos aquí, una vez más, el análisis de las concordancias literales entre las 
cláusulas de la Carta Magna y los respectivos artículos de las cartas constitucionales, 
2. Ch. McILWAIN, La rivoluzione americana: una interpretazione costituzionale (1923), Bologna, 1965; del que 
puede asimismo verse, más directamente sobre nuestro argumento, «Due Process of Law in Magna Charta», 
Columbia Law Review, 14/1, enero 1914, pp. 27 y ss. 
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estatales y federal, de la revolución americana. A todos nos es bien conocida la suce-
sión histórica, tantas veces repasada, entre la cláusula XXXIX de la Carta Magna de 
1215, el Acta de Habeas Corpus de 1689 y múltiples textos de la revolución americana 
que en diversos puntos hacen referencia al «derecho de conocer la naturaleza y la 
causa de la acusación». Tal es uno de los múltiples hilos conductores que en esta línea 
es posible identificar al interior de una visión global que llega incluso a considerar a los 
Estados Unidos —en expresión autorizada de Walter Ullman— «heredero del derecho 
del Medioevo europeo»3 . 
Y esto aplicado a una experiencia, como la revolución americana, plenamente 
moderna, guiada por el ejercicio de un auténtico poder constituyente y en nombre de 
los derechos naturales del individuo, pero que, en sus elementos básicos, se produjo 
históricamente por la aversión frente a la moderna omnipotencia parlamentaria, do-
minante, a fines del siglo XVIII, incluso en Inglaterra. Omnipotencia a la que se quiso 
oponer una legalidad de orden superior, expresiva de principios indisponibles por parte 
de la ley parlamentaria, que eran de tal modo considerados porque se encontraban 
profundamente radicados en una historia de larga duración, que justo anclaba sus 
raíces en el medioevo europeo. No por casualidad los Estados Unidos son el lugar de 
origen de la judicial review, del control de la constitucionalidad a través del ejercicio 
de la jurisdicción. Y lo son precisamente por su pertenencia a aquel universo cultural 
british que funda las libertades en la historia, incluso contra la moderna omnipotencia 
parlamentaria. 
Bien vista, esta reconstrucción, que podríamos definir como «continuista», se 
fundamenta en un presupuesto tácito: la ausencia del concepto mismo de «antiguo 
régimen», entendido —sobre el molde de la revolución francesa— como complejo de 
instituciones, sociales y políticas, y de reglas opuestas, en su conjunto, a las insti-
tuciones y a las reglas de la nueva sociedad burguesa, individualista, que la propia 
revolución intentaba hacer triunfar. En una palabra: la hipótesis de la continuidad 
es posible a condición de un vacío, de una ausencia, en tanto que en esta historia 
del constítucionalismo falta toda forma de oposición, más o menos radical, entre lo 
«antiguo» y lo «moderno», entre la sociedad medieval de los privilegios y la sociedad 
moderna de los derechos individuales. 
La ausencia de esta oposición remite, a su vez, a otra cosa. Aquello que la inter-
pretación continuista rechaza en lo más profundo es la posibilidad, en el curso de la 
historia, de elaborar un verdadero y propio momento constituyente, es decir, la posi-
bilidad de identificar un poder que, en este sentido, pueda llamarse auténticamente 
«constituyente», capaz, por tanto, de proyectar ex novo un entero sistema político y 
social contra el «antiguo», en nombre, concretamente, de los derechos individuales y 
contra los privilegios de los estamentos y las corporaciones. Es más, la interpretación 
continuista teme resueltamente la hipótesis del poder constituyente porque detecta 
en ella una peligrosa concentración del poder, el surgimiento de un momento, o de 
una fase, de la historia en que la sociedad, en sus estructuras de fondo —sea esa la 
sociedad feudal de privilegios o bien la sociedad moderna de los derechos individua- 
3. W. ULLMANN, Individuo e societá nel medioevo (1966), Bari, 1983. 
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les— se encuentra expuesta ante una fuerza que viene de arriba, portadora de un 
diseño general dotado de pretensiones de carácter uniformizador y prescriptivo, que, 
en cuanto tales, tienden fatalmente a usar la violencia en contraste con las múltiples 
particularidades de que se compone la sociedad. 
En paralelo al rechazo al poder constituyente se coloca además el rechazo consi-
guiente a la otra gran invención de la revolución francesa, esto es, la voluntad general. 
Como en el caso del poder constituyente, también la «voluntad general» es conside-
rada expresión de una inadmisible y peligrosa concentración del poder, en este caso 
directamente en las manos del legislador. «La ley es expresión de la voluntad general 
de la nación», recitaba el artículo 6° de la Declaración de los Derechos del Hombre y 
del Ciudadano de 1789, colocando los presupuestos para una peligrosa supremacía 
del valor de la ley, ya no solo el fruto de un poder constituido —el legislativo, obviamen-
te— sino, y quizá sobre todo, expresión de un valor —el de la «generalidad»— destinado 
a dominar desde arriba las particularidades sociales. 
Contra este poderoso montaje ideológico, caracterizado por el binomio poder 
constituyente-voluntad general, la interpretación que hemos definido como «conti-
nuista» intenta hacer valer el peso de la historia, justo en función de la garantía de 
los derechos. Particularmente en la línea anglo-americana, que se hace comenzar 
precisamente en la Carta Magna en 1215, se considera que los derechos se ponen 
a resguardo justo cuando se fundan en la historia, y por ello no se encuentran nun-
ca puestos a disposición de un poder político concentrado, sea el constituyente o 
simplemente el legislativo, pero ejercitado también con pretensiones constituyentes 
en nombre de la todopoderosa voluntad general. De aquí, pues, la idea de la Carta 
Magna como primer eslabón de una cadena que pretende representar la constitución, 
en primer lugar, en función de garantía de los derechos, con particular referencia a 
la tradición anglo-americana: de la Carta Magna, a través del Bill of Rights de 1689, 
hasta el constitucionalismo de la revolución norteamericana, interpretada como re-
volución «constitucional», inspirada, así, por el ideal de la garantía de los derechos, 
del rule of law. 
2. Sería, sin embargo, errado creer que la Carta Magna es solo una collection 
of rights, es decir, un conjunto ordenado de derechos, entendidos como esferas de 
autonomía a proteger frente a la voluntad que arbitrariamente pretenda violarlos. Son 
dos —en realidad— los principios constitucionales básicos afirmados en la Carta Magna: 
el rule of law, ciertamente, con sus correlativos procedimientos de garantía: habeas 
corpus, trial by jury, due process of law; pero también el government by agreement, 
esto es, aquella forma política especial que caracterizaba el gobierno de los territorios 
en Europa —y, por tanto, también en Inglaterra— en los siglos plenomedievales, en 
vísperas de la primera edad moderna. Y bajo este segundo aspecto, encontramos en 
la Carta Magna, por consiguiente, no solo una colección de derechos, sino también 
un statement of law, es decir, el diseño del gobierno, del modo de ser de la cosa 
pública, del political body. 
El gobierno mediante «acuerdo» o «contrato» tuvo, en efecto, una dimensión 
europea: es aquella forma de gobierno que es posible hallar en la Carta Magna de 
1215, en la Bula de oro húngara de 1222, pero también en el Privilegio general ara- 
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gonés de 1283 o en la Joyeuse Entrée de Brabante de 1356. En un artículo de 1951, 
el historiador suizo WERNER NÁF identificó en estos textos las líneas generales de un 
determinado modo de gobierno del territorio, que con sus características singulares, 
puede colocarse al origen de la compleja experiencia histórica del Estado moderno 
en Europa4. Una suerte de «primera fase» de esta experiencia, anterior al absolutis-
mo, todavía lejana de la idea del centro del que todo se irradia, al que todo debe 
conformarse. Una fase en la cual el gobierno del territorio se construye a partir de 
una estructuración de las instituciones en sentido dual: con el señor territorial, de un 
lado, y las fuerzas presentes en el territorio —fuesen nobiliarias o feudales, o también 
corporativas o municipales—, del otro. Las dos partes se encuentran ligadas entre sí 
precisamente por el «contrato», que NÁF llama Herrschaftsvertrag, es decir, contrato 
de dominación, o de señorío, en tal sentido representable como la norma funda-
mental del territorio, que asigna al señor mismo, y después a algunas de las fuerzas 
operantes en el territorio, un papel determinado, compuesto, en sentido negativo, 
de espacios protegidos y reservados, pero también, en sentido positivo, de cometidos 
que realizar, de deberes que cumplir. El conjunto de estas reglas, de estos espacios, 
de estos derechos y deberes, se consigna en el «contrato», es objeto del agreement 
y representa en este sentido la «constitución» de un territorio dado, es decir, el law 
of the land, la Landesverfassung5 . 
Desde esta perspectiva, la valoración de la Carta Magna consigue finalmente 
librarse de la alternativa neta a la que parecía condenada: o mero documento de re-
laciones de poder y de los privilegios existentes en el interior de un contexto de molde 
puramente medieval, o más que precoz afirmación del rule of law, de los derechos y 
de las garantías que los caracterizan en los tiempos modernos. Ni una cosa ni la otra: 
la Carta Magna es bastante más que un simple inventario de derechos y privilegios, 
por naturaleza pertenecientes a época medieval, pero, al menos tiempo, no puede 
ser tampoco calificada como el principio de un discurso sobre los derechos y sus res-
pectivas garantías de tipo sustancialmente moderno. La separa de la modernidad la 
tupida red social e institucional que se entrevé como subyacente a la Carta; red que 
visibiliza cosa bien diferente a la de un conjunto de individuos titulares de derechos. 
E incluso los «derechos» que se leen en la Carta son, en su mayor parte, atribuibles a 
corposas realidades colectivas, de la iglesia a las ciudades, de los cuerpos territoriales 
de base feudal a las corporaciones de mercaderes. La distancia, en suma, que separa 
4. W. NÁF, «Le prime forme dello Stato moderno nel Basso Medioevo», en P. SCHIERA, E. ROTELLI (a cura di), 
Lo Stato moderno, 1, Dal Medioevo all'etá moderna, Bologna, 1971, pp. 51 y ss. 
5. Todo ello debe colocarse en un contexto más amplio, dentro del cual se configura el proceso de moderni-
zación política e institucional que ha marcado a Europa desde mediados del siglo XIII, un proceso atormentado 
y complejo, que no vive de una oposición neta entre lo «moderno», encarnado en el Soberano, o el Señor 
territorial, y lo «medieval», representado por las fuerzas particulares, feudales o corporativas, que se contra-
ponen, en nombre de antiguos privilegios, a los esfuerzos de concentración y racionalización de los poderes 
públicos sobre el territorio, sino más bien de una relación oscilante entre lo «general» y lo «particular», que 
a menudo se solidifica en puntos de equilibrio entre las fuerzas que representan a uno y al otro, con un fre-
cuente recurso al instrumento del contrato y con el objetivo de una construcción del gobierno del territorio por 
una vía sustancialmente pactista. En esta perspectiva, permítaseme remitir a nuestra contribución de síntesis: 
M. FIORAVANTI, «Stato e Costituzione», en Id. (a cura di), Lo Stato moderno in Europa. lstituzione e diritto, 
Roma-Bari, 2001, pp. 3-36. 
110 
9111 CJH 13 • 2015 	 La Carta Magna en la historia del constitucionalismo 
la sociedad de los cuerpos y los privilegios del 1215 de la moderna sociedad de los 
individuos abstractamente libres e iguales, no se puede en modo alguno obviar. 
Sin embargo, tampoco se debe por este motivo considerar la Carta Magna como 
una simple collection of rights de impronta puramente medieval. Del modo en que 
estos derechos son tratados en la Carta es posible extraer, y poner en evidencia, un 
aspecto más general, un statement of principies concernientes a la organización de 
la cosa pública, al ejercicio de los poderes sobre el territorio. La Carta Magna no es, 
por tanto, solo collection of rights, sino también statement of law, que, como tal, 
tiene que ver con la organización de los poderes sobre el territorio; no es, por tan-
to, un prontuario al que recurrir para obtener una tutela más eficaz de los propios 
derechos, o privilegios; contiene, además, la delineación de un sistema de gobierno, 
y más precisamente, los elementos esenciales para la construcción y afirmación de 
un gobierno del territorio. No se trata, obviamente, del tipo de «gobierno» que 
tendremos con posterioridad, a partir de la época de los Estados absolutos, cuando 
se hará mucho más fuerte la presencia institucional de ese mismo gobierno como 
dominio del centro sobre la periferia, en nombre de la nueva y moderna concepción 
del principio de soberanía. Sin embargo, al mismo tiempo, los sujetos que pueblan el 
panorama social e institucional de 1215 no se encuentran ya insertos en un cuadro 
puramente medieval, por completo particularista, y tienden a convertirse en partes, o 
componentes, de un sistema de gobierno del territorio dotado de una nueva amplitud 
y complejidad. Nuestra tesis es justo esta: que la Carta Magna debe leerse como uno 
de los múltiples «contratos de dominación», o de «señorío», que caracterizaron la 
experiencia europea a partir del siglo XII, proporcionando las bases para un gobierno 
de los territorios de nueva calidad. Pero, ¿cuáles pueden considerarse los principies 
que caracterizan este gobierno del territorio? 
El primero —ya mencionado— es aquel del government by agreement, derivado de 
la práctica más antigua del consilium et auxilium, es decir, del deber que incumbía 
a los magnates y a los meliores terrae, de prestar auxilio y consejo al propio señor 
territorial. Con los contratos de dominación, la antigua práctica medieval encuentra 
un nuevo significado, que es el del agreement, el acuerdo entre el señor territorial 
y las fuerzas particulares que operan sobre el mismo territorio, dirigido al cuidado y 
promoción del «bien común», tareas a las que todos son llamados a participar, según 
reglas mayormente de origen consuetudinario, pero que ahora, cada vez con mayor 
frecuencia, se ponen por escrito, como ocurre en el caso de la propia Carta Magna. 
Los parlamentos —Cortes, Parliaments, Landtage, Estados Generales— se convierten, 
en consecuencia, en los sujetos llamados a acordar las reglas, a fijarlas, a asegurar 
que sus variaciones se realicen a través del consenso, con la implicación de todas 
las fuerzas presentes en el territorio. Por tanto, es verdad que el contrato tiene dos 
partes distintas, y en ciertos aspectos portadoras de intereses contrapuestos —como 
el rey y los barones, en el caso de la Carta Magna—, pero también es cierto que el 
contrato existe porque las dos partes han registrado en él un objeto común, que, 
en concreto, es el «bien común» del territorio, al que ellas, en conjunto, prestan su 
atención y cuidado. 
A este propósito, no hay por qué citar las distintas partes de la Carta Magna. 
Todo el texto puede y debe ser leído en esta dirección; no solo, por tanto, como 
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consolidación y cristalización de los poderes y derechos del soberano y de las fuerzas 
particulares, sino también, y en muchos sentidos, como plano de cooperación para 
el gobierno conjunto del territorio, compartido por el soberano y las fuerzas parti-
culares. Se debe ser incluso capaz de captar la duplicidad inherente a la operación 
realizada, de modo soterrado, por la Carta: limitar la discrecionalidad del soberano en 
su exigencia de tributos por vía extraordinaria, o en su capacidad de reclutamiento, 
de una parte, confirma el «derecho», en el sentido de ámbito reservado y protegido 
en el cual ni siquiera el soberano puede penetrar si no es sobre la base de ciertas y 
determinadas condiciones, pero, de otra parte, abre la vía —por ejemplo, la del mag-
num consilium— a la instauración de procedimientos de gobierno con los cuales se 
forjó una cultura y una práctica nuevas, que tienen justo en su núcleo la aspiración 
a una regulación razonada del gobierno del territorio, fundada sobre la hipótesis, y 
sobre la realidad efectiva, de la colaboración entre señores y fuerzas particulares. Tal 
duplicidad caracteriza, por otro lado, todos los contratos de dominación, constituyen-
do incluso el carácter más peculiar de los mismos, en el sentido de que la fijación de 
reglas y procedimientos puestos en defensa de las realidades particulares es siempre 
ambivalente: son protección de una comunidad con su estructura tradicional, por 
una parte, pero también, por otra, participación de aquella misma comunidad en los 
procesos decisorios que vienen establecidos por el señor en el cuidado de intereses 
más amplios, destinados a la larga a prevalecer, pero no con un sacrificio inmediato 
y unilateral de las realidades locales. 
En fin, el government by agreement restituye la Carta Magna a su tiempo histórico 
en su dimensión exacta: no más puramente medieval, en cuanto signada por un plano 
de gobierno del territorio de nueva calidad, fundado en la consciencia de la necesidad 
de obrar en función de las necesidades colectivas, propias de dicho territorio; pero 
tampoco todavía plenamente moderna, por la ausencia del principio de soberanía 
entendido como principio originario, del que hacer derivar las manifestaciones de 
imperium, que son las tres en las que se contiene desde siempre la cualidad especial 
de los poderes públicos de coacción: el poder de juzgar, el poder de imponer tributos, 
el poder de llamar a las armas. En modo del todo congruente, la sociedad subyacente 
a la Carta Magna está muy lejos de poder ser asimilada a la moderna sociedad de los 
individuos abstractamente libres e iguales, es una sociedad todavía dominada por la 
lógica medieval de la pluralidad de los cuerpos, territoriales y profesionales, pero, al 
mismo tiempo, esta pluralidad resulta ahora gobernada con referencia a la realidad 
colectiva y común del territorio, mediante un plano de gobierno que convoca a todas 
las fuerzas —la del señor territorial, pero también las particulares de los estamentos, 
de las ciudades y de las corporaciones— a un desempeño de carácter solidario. 
El segundo principio que emerge del análisis de los contratos de dominación y 
por tanto, de la propia Carta Magna, es el del gobierno limitado. Se tiene, así, un 
gobierno que encuentra un límite preciso a su acción en la presencia, en posición de 
supremacía, de los principios fundamentales que caracterizan el derecho del territorio. 
En el despliegue de la historia constitucional europea, los contratos en cuestión repre-
sentan, en efecto, la primera ocasión de definición de los principios fundamentales 
sobre los que se basa la vida de una determinada comunidad política, y que ella misma 
considera como inviolables. El itinerario a completar resulta entonces claro a partir de 
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los simples rights, radicados cada vez en la fisonomía concreta del privilegio medieval, 
para arribar finalmente a la individualización de un derecho del territorio —the law 
of the land— que, a su vez, se caracteriza por la presencia de principios considerados 
fundamentales para la vida misma de la comunidad política. Es este un carácter común 
a todos los contratos de dominación. Consiste en la tendencia a estructurar, dentro 
del contrato, un núcleo que se configura como la parte más esencial del mismo, que 
contiene los principios que determinan la identidad del territorio en cuestión en el 
plano histórico-constitucional. 
Estos principios son bien visibles en el texto de la Carta Magna, y pueden, por 
tanto, ser seguidamente enunciados: 1. El principio de intangibilidad de las «antiguas 
libertades y costumbres libres», entendidas como patrimonio de una ciudad, de un 
burgo o de un puerto (XIII), o de las «antiguas y buenas costumbres» destinadas a 
garantizar la libertad de los comercios (XLI); 2. El principio de la intangibilidad de la 
esfera personal, y del cuerpo mismo de los individuos, con el consiguiente valor pri-
mario de la libertad personal, que no puede oprimirse «si no es en virtud de un juicio 
legítimo de sus pares o en aplicación de la ley del país» (XXXIX); 3. El principio del 
«consenso general» (XII y XIV) necesario para la legitimidad de la imposición de una 
tasa, en particular si viene impuesta con la pretensión de su carácter extraordinario; 
4. El principio de proporcionalidad entre la ofensa realizada por la comisión de un 
delito y la gravedad de la pena infligida, en el sentido de que la segunda debe ser 
ponderada en función de la primera (XX). 
El conjunto de estos principios forma el «núcleo fundamental» de la constitución 
del territorio: en nuestro caso, de la Carta Magna. Vale, pues, como indicación de 
un conjunto de principios, y de reglas conformes con ellos, que se colocan al vértice 
del ordenamiento del territorio, en una posición de supremacía, en el sentido de su 
carácter inmodificable por la autoridad política de los soberanos, de los parlamentos, 
de los gobiernos. Es desde este punto de vista desde el que un texto como la Carta 
Magna se inscribe de pleno derecho en la historia del constitucionalismo europeo: 
por ser una de las primeras tentativas de individualización de la esfera de los princi-
pios intangibles caracterizadores, en sentido profundo, de la identidad de una cierta 
comunidad política. En el plano histórico, se debe incluso subrayar esta génesis de 
impronta contractual de la intangibilidad. Esta última no llueve del cielo, no se afirma 
en el ámbito de una dimensión que es otra y diversa, quizá incluso superior, respecto 
a la realidad social e institucional. La intangibilidad nace, por el contrario, de las cosas, 
es simplemente la cualidad que algunos principios deben poseer a fin de representar 
el núcleo duro del contrato, que convierte el acuerdo en que se basa en estable, en 
no ocasional. Government by agreement y gobierno limitado, porque vinculado al 
respeto de los principios fundamentales, en el sentido de su intangibilidad para la 
voluntad política ordinaria, son, por tanto, los dos caracteres basilares del sistema de 
gobierno del territorio que está presente en el texto de la Carta Magna. 
En fin, en la textura general de la Carta Magna, estos dos caracteres del gobier-
no, esto es, su concreción mediante el agreement y su detenerse frente al límite de 
los principios fundamentales, habrían debido ser garantizados, sustentados por un 
mecanismo de garantía que disponía la sanción de los comportamientos, las acciones 
y las reglas declaradas o realizadas en disconformidad, es decir, en oposición a los 
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caracteres primarios del gobierno diseñado en la constitución, en nuestro caso en 
la Carta Magna. Es este el sentido de la cláusula LXI, una de las más conocidas. La 
cláusula establece la institución de aquello que hoy podría ser definido como un «ór-
gano de garantía» compuesto de 25 barones elegidos entre los barones del reino, al 
que se atribuye el cometido de poner de manifiesto la subsistencia de violaciones de 
una o más cláusulas de la Carta Magna, y, con ello, el surgimiento de una amenaza 
concreta a la paz, a la seguridad y a las libertades que la propia Carta había intentado 
establecer. La constatación de las violaciones por parte de los barones se hace frente 
al soberano, que es, de este modo, llamado a procurar, es decir, a restaurar la lega-
lidad infringida; pero el procedimiento previsto por la cláusula LXI, en la hipótesis de 
que el soberano permanezca indiferente, llega incluso a legalizar la acción material 
de resistencia con la toma de «castillos, tierras y posesiones» en función de presión, 
con el objetivo de constreñir al soberano a superar el estado de indiferencia, y de 
que comience a cumplir en los hechos la acción a él requerida de restauración de las 
reglas quebrantadas. 
No debemos ahora juzgar en qué medida un instrumento del género pudo con-
tribuir, en modo eficaz, a garantizar realmente un remedio contra las violaciones 
de la Carta Magna. Se debe más bien hacer notar la presencia en el texto de 1215 
de una verdadera y propia cláusula de garantía, algo que, en sí, es ya índice de la 
presencia de una convicción: que las cláusulas de la Carta Magna, comprendidos los 
principios fundamentales en ella contenidos, fueron desde entonces consideradas 
como auténticas normas jurídicas, dotadas de carácter prescriptivo, es decir, de la 
pretensión de regir de modo inexcusable, tanto como para buscar procedimientos 
sancionadores como el previsto en la cláusula LXI en la hipótesis de su violación. En 
definitiva, la Carta Magna reflejaba ciertamente la sociedad medieval y feudal en la 
cual se encontraba inmersa, pero, de otra parte, contenía un nivel de gobierno de 
nueva calidad, procedimientos para la construcción del acuerdo necesario para hacer 
operativo aquel gobierno, límites a su acción presentados como principios fundamen-
tales caracterizadores de la identidad de la comunidad política, y hasta mecanismos 
de garantía, dirigidos a sancionar eventuales violaciones. Procedimientos, límites y 
garantías que a menudo encontraban su fundamento en el universo medieval y que, 
sin embargo, se realizaban en el cuadro global y nuevo del gobierno del territorio, con 
arreglo a lógicas que, con no menos frecuencia, trascendían la dimensión tradicional 
y medieval de la tierra. 
3. Retomemos ahora el hilo conductor del gobierno del territorio. Los dos prin-
cipios que lo caracterizan son ya conocidos: el método del acuerdo o consentimiento 
(agreement), del consenso de las fuerzas y sujetos que operan en el mismo territo-
rio, necesario para la legitimidad de determinados actos de imperium del soberano, 
como la imposición de tributos y el reclutamiento; y la limitación del gobierno, que 
obra en el cuadro y en las fronteras dadas por los principios fundamentales, propios 
de la comunidad política, y en nuestro caso expresados en la Carta Magna. Los dos 
principios, a su vez, convergen en el surgimiento de la presencia de un orden obje-
tivo indisponible para la autoridad política, que no tendrá, por tanto, una voluntad 
soberana, potencialmente ilimitada, que expresar. Se trata, por el contrario, de una 
voluntad sometida a condiciones y límites, en el cuadro de un sistema global que 
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prevé un plano superior al ocupado por el gobierno y la autoridad política: el plano 
sobre el que se encuentran los principios fundamentales caracterizados por la cláu-
sula de la inviolabilidad. En la redacción de la Carta Magna es transparente el intento 
de fijar estos principios de modo que rijan como límites, no solo hacia el soberano, 
sino también hacia el parlamento mismo, no solo hacia el King, sino también hacia 
el King in Parliament. 
Este último principio, del King in Parliament, es el verdadero principio capital del 
derecho público inglés. Expresa la necesidad de tres voluntades —King, Lords y Com-
mons— para la aprobación de una norma que pueda llamarse ley de Inglaterra. Las tres 
voluntades se contrapesan y equilibran. Debiendo confrontar, eran inducidas por el 
propio sistema a orientarse en sentido moderado. De una parte, los parlamentarios, y 
en particular los comunes, que quisieran aprobar una determinada ley eran inducidos 
a adoptar actitudes moderadas a causa de la necesidad del Royal Assent, del voto 
favorable del monarca; pero, este último, a su vez, ejercería su poder de Assent en 
sentido igualmente moderado, por el temor a que las otras ramas del parlamento 
negasen la aprobación de la ley de presupuesto, dejando así al ejecutivo, guiado por 
el mismo monarca, carente de recursos. 
Así expresado, el principio del King in Parliament aparece destinado a fundar 
poderes moderados, contrapesados entre ellos. Además, este principio posee una 
segunda naturaleza, que conviene ilustrar, y que nos conduce hacia extremos del todo 
diversos. Sobre este punto, una investigación solvente y profunda ha mostrado como 
el principio de soberanía del Parlamento no es en absoluto en el derecho inglés una 
adquisición reciente'. Desde esta perspectiva, se sostiene que el principio tiene, por el 
contrario, una historia secular que se remonta mucho más atrás en el tiempo, hasta 
identificarse sus raíces medievales. Así, por tanto, la valencia del principio del King in 
Parliament terminaría por ser doble: de una parte, institutiva de poderes moderados, 
pero de otra, constitutiva de un poder tan altamente representativo de los múltiples 
lugares y de las múltiples instituciones de que se compone el reino como para ser 
colocado en una posición soberana, que ningún otro poder puede sobreponérsele. 
Por tanto, la herencia medieval es, en sí, doble: herencia de poderes moderados y 
equilibrados, por una parte, pero también, por otra, herencia apoyada en la presencia 
de un Parlamento fuerte y autorizado. Sería de este segundo filón del que derivaría el 
principio constitucional de la soberanía del Parlamento. El principio es lugar común 
incontestado en el desarrollo general de la constitución británica, pero cuenta con 
su definición teórica más cargada de sentido en el primer cuarto del siglo XIX en la 
lntroduction to the Study of the Law of the Constitution de DicEY7. En las páginas de 
DICEY encontramos una doctrina de la soberanía del legislador no demasiado lejana de 
la que había dominado el cuadro teórico de la revolución francesa. Los puntos decisi-
vos en cuestión son dos: en primer lugar, la presuposición, por parte del parlamento, 
6. J. GOLDSWORTHY, The Sovereignty of Parliament. History and Philosophy, Oxford University Press, 1999, 
de quien puede verse también, Parliamentary Sovereignty. Contemporary Debates, Cambridge University 
Press, 2010. 
7. A. V. DICEY, Introduction to the Study of the Law of the Constitution, London, Macmillan, 19158. 
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de la existencia de un campo de normación indefinido, totalmente libre, coincidente, 
al límite, con la entera sociedad, el cual, por tanto, puede ser objeto de regulación 
por parte del legislador en todas sus articulaciones; y secundariamente, como directa 
consecuencia del punto precedente, una concepción de la legislación como potestad 
originaria, que tiene en sí las razones de su existir y de su proceder, un gradito por 
encima de los otros poderes que, a diferencia del legislativo parlamentario, son todos 
derivados, esto es, existentes en cuanto previstos por la Constitución, que representa, 
para cada uno de ellos, la necesaria norma de atribución. 
DICEY muestra también tener claro otro punto decisivo, que es dado por la dife-
rencia con la experiencia estadounidense. Inglaterra, aun caracterizada en sentido es-
pecífico respecto de otras experiencias europeas, permanece, en efecto, para siempre, 
dentro de las fronteras de Europa, que son las de la soberanía en sentido monista, 
que se explica a través de un poder dominante, que, por norma, es precisamente el 
legislativo. Por el contrario, los Estados Unidos se caracterizan por la soberanía en 
sentido federalista, que se explica a través de la soberanía de la constitución misma, 
que reduce todos los poderes, comprendido el legislativo, a la dimensión de poderes 
derivados. El mismo DICEY conecta finalmente con gran claridad y lucidez el tipo es-
tadounidense de la emergencia del judicial review con un papel amplio de los jueces, 
que se funda, efectivamente, en última instancia, justo en la posibilidad de tratar el 
acto legislativo como cualquier otro acto normativo, que obra en modo legítimo si, 
y en cuanto obra en el marco y sobre los objetos que la constitución le ha asignado. 
Ahora bien, todo el camino descrito, de la raíz medieval del King in Parliament 
hasta las doctrinas del siglo XIX, se desarrolla en el interior de unos límites que son 
reconducibles al concepto, y a la experiencia concreta, de la British Constitution. 
Pues bien, parece que hoy se asiste a procesos de transformación tan imponentes 
como para poner en discusión esta gran tradición, por lo menos de la línea que había 
triunfado y que había llevado a afirmar el principio de soberanía del parlamento. En 
otras palabras, lo que parece deslizarse hacia una condición de crisis irreversible es 
el King in Parliament como fundamento histórico de la soberanía del Parlamento, es 
decir, de la supremacía del Parlamento sobre cualquier otro poder, como único poder 
no derivado, que a diferencia de cualquier otro poder existe en sí, antes de la propia 
constitución, siendo incluso él mismo, en su concreta existencia representativa de la 
complejidad institucional y social del país, la condición primaria que en origen hace 
posible el establecimiento de la Constitución. 
El deslizarse hacia una condición de crisis irreversible de esta idea de soberanía 
del Parlamento está, en efecto, transformando la British Constitution, constriñendo 
a todos a releer el significado de su trayectoria en el plano histórico. Se crean de este 
modo las condiciones para un enésimo retorno a las primeras raíces, pero del otro 
lado del King in Parliament, el de los poderes limitados y contrapesados mutuamente, 
sometidos a la soberanía de la Constitución; y más todavía de aquello que en el caso 
de la Carta Magna se expresa a través de la enunciación de algunos principios fun-
damentales, asumidos como inviolables. La Constitución como norma de limitación 
de los poderes, y más todavía, como norma en la cual son definidos los principios 
fundamentales de la comunidad política, dotados de la cláusula de la inviolabilidad. Es 
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este el lado de la tradición constitucional británica que está siendo hoy redescubierto, 
en oposición al principio de soberanía del parlamento y en sintonía con los problemas 
que hoy se plantean con la adopción del Human Rights Act de 1998. 
Dos palabras más para poner de relieve cómo este Acta de 1998 interfiere 
con la experiencia histórica de la British Constitution en su curso actual. Como es 
conocido, el Human Rights Act ha puesto en discusión uno de los caracteres más 
relevantes de la constitución británica, consistente en su reluctancia a proclamar 
por vía prioritaria los derechos en forma de principios fundamentales, sobre los 
cuales basar la construcción del cuerpo político. Contra la opción de completar 
este primer movimiento proclamando los derechos, como se había hecho con la 
revolución francesa, la tradición británica había hecho valer desde siempre su in-
clinación en sentido historicista, en una línea de progreso gradual, que escapaba 
de la perspectiva racionalista del poder constituyente. Con la adopción del Human 
Rights Act esta tradición se pone en discusión, hasta el punto de conjeturarse que 
ya ha sido en sustancia superada, a favor de una verdadera y propia new british 
constitution8. En efecto, en la más reciente experiencia de la constitución británica 
sale a la luz, más allá de la ley ordinaria, un estrato de derechos fundamentales 
que precede la ley de Inglaterra entendida como manifestación de la voluntad del 
King in Parliament, que es confiado, para su realización y concreción en el derecho 
positivo, al papel decisorio de los jueces. 
No por casualidad, el propio Human Rights Act dispone que las leyes británi-
cas deben ser leídas, interpretadas y aplicadas en sentido conforme a los derechos 
garantizados por la Convención Europea de Derechos del Hombre. Son, por tanto, 
los jueces, en el ordinario ejercicio de la jurisdicción, los que dan vida a la nueva su-
premacía de los derechos fundamentales. En la hipótesis de que la interpretación en 
sentido conforme no sea posible a causa de una distancia demasiado radical entre 
las disposiciones nacionales y las de la Convención, su papel llega hasta a la emana-
ción de una declaración de incompatibilidad sin efectos inmediatos sobre la validez 
de las normas nacionales y sobre el juicio en cuyo ámbito ha sido emitida, pero que 
abre, sin embargo, a nivel del gobierno y del parlamento un proceso de adecuación 
de dichas normas a la Convención europea. El sistema aquí sumariamente descrito 
está explícitamente fundado en el neto rechazo de un control de constitucionalidad 
tendente a sancionar las normas que se consideren inconstitucionales con el efecto 
de la anulación resuelto por parte de los jueces. Una solución de este género habría 
entrado en un contraste demasiado evidente con la tradición británica de la sobera-
nía del legislador, ahora puesta en discusión, aun en modo radical, por la afirmada 
prioridad de los derechos fundamentales previstos en la Convención europea, pero, 
ciertamente, no del todo abandonada. La lesión de aquella soberanía resulta, no 
obstante, incluso más profunda, hasta el punto de hacer pensar en el surgimiento, en 
nuestra contemporaneidad, de una nueva constitución, basada sobre presupuestos 
que, en su conjunto, concurren para superar definitivamente la gloriosa constitución 
británica, fundada sobre la soberanía del legislador. 
8. y. BOGDANOR, The New British Constitution, Oxford and Portland, 2009. 
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También nosotros consideramos que está en curso, en nuestro tiempo, un trán-
sito de notable entidad histórica, en dirección a una nueva constitución. Nueva en 
el sentido de que, en Inglaterra, como en toda Europa, gana espacio, contra la vieja 
constitución fundada sobre la soberanía del legislador, el modelo de constitución 
del siglo XX, apoyado sobre el primado de las normas fundamentales de principio 
—el principio de igualdad antes que nada, pero después, también, todas las normas 
que diseñan los derechos fundamentales como principios constitutivos de la forma 
política— a desarrollar por las dos vías paralelas de la legislación y de la jurisdicción. 
Es este el punto decisivo sobre el que se materializa, de modo evidente, el contraste 
con la vieja constitución. Consiste en el descubrimiento, también en Inglaterra, de 
la supremacía de las normas constitucionales de principio en materia de derechos 
fundamentales singularizados a través de la Convención europea, y que se realizan 
en el ordenamiento positivo, antes de nada, a través del trabajo de interpretación de 
las normas nacionales por parte de los jueces. A la postre, lo que está en la base de 
la nueva constitución es justamente este papel fuerte y decisivo atribuido a los jueces, 
o, dicho de otro modo, la jurisprudencia como modo de concreción de los principios 
constitucionales, y, por tanto, de afirmación de los derechos fundamentales en el seno 
del ordenamiento positivo. Y paralelamente, en la misma dirección y en el interior del 
propio proceso de transformación constitucional, se asiste a la cada vez más evidente 
reducción del papel del legislador, que permanece esencial, pero sin poseer más el 
monopolio de la definición y concreción de los preceptos constitucionales. Es aquí, 
frente a la constitución, y al lado de la jurisdicción, donde se pulveriza el gran mito 
de la soberanía del legislador. 
¿Y la Carta Magna? Regresamos a nuestro problema de fondo, para concluir. 
Hoy, a nuestro parecer, la Carta Magna puede resultar, sorprendentemente, un texto 
de notable actualidad. En efecto, pasada entre el siglo XIX y los comienzos del XX 
la estación de la soberanía del parlamento, se vuelve a proponer en los hechos la 
necesidad de un diverso modelo de constitución y de gobierno del territorio. Con 
nuestra contemporaneidad, que se coloca ya más allá del periodo postrevolucionario 
del dominio del legislador, regresa la convicción de que una forma política existe, no 
tanto porque tiene un poder dominante que la caracteriza, sino porque posee unos 
principios fundamentales compartidos, que se colocan en la dimensión de la invio-
labilidad, y que en su conjunto forman el núcleo esencial de la constitución. Es esta 
última la soberana, no el legislador. Y no hay duda de que la Carta Magna, en su 
tiempo, fue justamente esto, es decir, el intento de construir un sistema de gobierno 
territorial capaz de mantener juntos una pluralidad de poderes, todos dotados de 
prerrogativas mutuamente reconocidas, pero también todos limitados, todos insertos 
en una lógica de equilibrio recíproco, y al mismo tiempo, todos comprendidos en 
un sistema que presuponía, en su vértice, la existencia de un conjunto ordenado de 
principios inviolables. En una palabra, algo muy distante del principio de soberanía 
que distingue lo moderno desde Hobbes hasta Rousseau, y, a la vez, algo que remite 
a algunos de los caracteres de nuestro tiempo, que con el instrumento de la constitu-
ción intenta reconstruir aquel principio de unidad política que de modo cada vez más 
claro ha dejado de estar garantizado por su representación en sentido potestativo, a 
través de la figura del legislador. 
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Podemos comprender bien que una conclusión de este género pueda resultar sor-
prendente. Pero aquello que se puede considerar «actual» no es el texto de la Carta, 
y mucho menos sus disposiciones aisladas, sino el «modelo», que es el de una Carta 
constitucional de fundamento contractual, en muchos aspectos meramente repro-
ductiva de los derechos y privilegios ya existentes, pero, al mismo tiempo, dirigida a 
comprender cómo ningún pacto puede afirmarse disciplinando en concreto la acción 
de las fuerzas que lo han suscrito si no es introduciendo, colocando en su centro, 
los principios fundamentales caracterizantes de la forma política. Es exactamente en 
este punto, y para responder a la exigencia de estabilidad del pacto, donde se afirma 
la dimensión de la inviolabilidad. Bien lejano, por tanto, y mucho antes, de la Revo-
lución, de la puesta en escena en sentido revolucionario del poder constituyente en 
nombre del derecho natural y de los derechos naturales individuales. En resumen, los 
principios fundamentales, y con ellos también los derechos fundamentales inviolables, 
tendrán ciertamente que esperar a la Revolución para colocarse en el centro de un 
nuevo orden de cosas, y de discursos. Pero en el sentido que hemos indicado, aun en 
un contexto radicalmente diverso, ya estaban antes, escondidos en los pliegos de los 
contratos de dominación, de los pactos territoriales. 
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